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A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 3 de noviembre de 2010, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores de Lázzari, Negri, Genoud, Hitters, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa C. 94.533, "Transporte Atlántico del Sud S.R.L. contra A.O.M.A y otros. Cobro de pesos".

A N T E C E D E N T E S


La Sala I de la Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de Azul revocó la sentencia de primera instancia que había admitido parcialmente la demanda contra Loma Negra C.I.A.S.A. y desestimó la acción en su totalidad, con costas (fs. 1742/1750).


Se interpuso, por la actora, recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley (fs. 1754/1819).


Dictada la providencia de autos y encontrándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar la siguiente

C U E S T I Ó N


¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I Ó N


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor de Lázzari dijo:


I. El juzgador de origen admitió parcialmente la demanda contra Loma Negra C.I.A.S.A., haciendo lugar al reclamo de cobro de pesos por las diferencias adeudadas a partir del mes de marzo de 1997, en virtud del contrato de locación de servicios de transporte que unía a las partes.


Apelado el fallo por ambas partes, la Cámara revocó la decisión y rechazó la demanda en todos sus términos.


II. Contra dicho pronunciamiento se alza la actora, mediante recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley, en el que denuncia la violación de los arts. 509, 525, 619, 624, 707, 725, 740 al 746, 774 al 777, 874, 918, 954, 974, 1071, 1197, 1198, 1353 y concs. del Código Civil; 43, 63, 73, 208 y 209 del Código de Comercio; 376, 384, 474 y concs. del Código Procesal Civil y Comercial. Asimismo alega absurdo en la valoración de la prueba. Hace reserva del caso federal (fs. 1754/1818 vta.).


Fundando su recurso expone que:


a) El sentenciante se equivoca cuando indica que la demandada Loma Negra C.I.A.S.A. habría efectuado una crítica razonada de la sentencia de primera instancia, cuando contrariamente ha consentido partes esenciales del fallo (fs. 1756 vta./1757).


b) La alzada incurrió en absurdo en la valoración de la prueba y excesivo ritualismo formal, al basar su decisión únicamente en el hecho de no haberse utilizado formas "sacramentales" de reserva y en la inexistencia de facturas pendientes de pago en los libros contables de la actora, ignorando así el modo de ejecución del contrato y las reservas y reclamos efectuados a las firmas demandadas (fs. 1759 vta./1764).


c) Las diferencias impagas surgen de las declaraciones testimoniales, cartas misivas, informes periciales, confesión de los obligados y continuos reclamos de la actora que demostraron que "razonablemente jamás existió conformidad de la accionante con los pagos parciales realizados" y menos aun una conducta contraria a sus propios actos (fs. 1764/1764 vta.).


d) Se han violado las reglas de la sana crítica, los arts. 376, 384, 474 del Código Procesal Civil y Comercial, 1190 y 1191 del Código Civil y 63 y 73 del Código de Comercio, toda vez que la ausencia de facturas pendientes en sus libros de comercio no significó que los pagos hubieran sido satisfactorios, como resulta de las pruebas arrimadas a la causa. Lo reflejado en los citados libros fue -aclara- el resultado de la operatoria misma del negocio, consistente en que las facturas que presentaba la acreedora debían basarse en previas liquidaciones realizadas por Loma Negra C.I.A.S.A. -parte fuerte de la relación comercial-, las cuales no respondían a las tarifas vigentes ni al modo de determinación del precio pactado en el contrato; circunstancias esenciales ignoradas por el a quo (fs. 1765/1767; 1784/1785 vta.; 1789 vta./1791; 1816/1818).


e) Ante la insuficiencia de los pagos en el año 1992 se celebraron reuniones con los dirigentes de las accionadas, a partir del año 1996 múltiples reclamos por nota y cartas documento, iniciándose el 31 de agosto de 1998 acción judicial de prueba anticipada, frente a la negativa de los deudores a reconocerle sus derechos. Documentación que -afirma el recurrente- fue expresa o tácitamente reconocida por las demandadas en su totalidad (fs. 1767/1769 vta.).


f) Se insertó en las facturas la leyenda "según tarifa vigente al 2 de marzo de 1991" y se agregó a partir de abril de 1994 "según vuestra liquidación" como manera de dejar expresa disconformidad y constancia de que no se estaba liquidando correctamente. Sin que fuera exigible una fórmula sacramental de reserva (conf. arts. 624, 974, C.C.; fs. 1767 vta.; 1801 vta./1802).


g) Se interpretó erróneamente el art. 624 del Código Civil, toda vez que dicho precepto se refiere estrictamente a intereses, no a diferencias de capital. Máxime en el ámbito mercantil donde rige una mayor libertad de formas (fs. 1781/1783 vta.).


h) El art. 525 del citado Código estaría vulnerado, toda vez que lo abonado a tarifas vigentes al año 1991, no liberó al deudor del pago de las diferencias por tarifas posteriores a dicha fecha (fs. 1783 vta./1784).


i) Resulta aplicable el art. 954 del referido cuerpo normativo en tanto la empresa pagadora, aprovechando la necesidad e inferioridad de la actora, obtuvo ventajas patrimoniales evidentemente desproporcionadas (diferencias impagas de importantes sumas de dinero), presumiéndose así, el aprovechamiento repudiado por el ordenamiento jurídico (fs. 1786/1787 vta.).


j) Es inaplicable el art. 707 del Código Civil por no haber mediado uno de los modos extintivos de las obligaciones señalados en el precepto legal. Afirma por otra parte, que el hecho de que en el contrato celebrado entre la accionante y A.O.M.A. se hubiera estipulado que el precio del servicio fuera abonado por Loma Negra C.I.A.S.A., de modo alguno significa liberar a A.O.M.A. de la obligación de pagar el precio del servicio, debiendo ser condenada también, solidariamente al pago de la deuda (fs. 1787 vta./1790).


k) Su derecho al cobro del precio estipulado según las cláusulas contractuales se funda en el principio de integridad, identidad del pago y determinabilidad del precio consagrados en los arts. 619, 740 a 746; 725, 505, 509 y concs., 1353 del Código Civil (fs. 1791/1798 vta. y 1802/1805).


l) Se han conculcado los arts. 773, 775 al 777 del Código de fondo al pretender otorgar efectos cancelatorios a los pagos efectuados -sin el consentimiento del acreedor- cuando las diferencias de capital reclamadas no fueron abonadas ni recibidas (fs. 1798 vta./1799).


m) En lo que respecta a la presumida renuncia al derecho de percibir el saldo, el art. 874 del Código Civil dispone que "la intención de renunciar no se presume, y la interpretación de los actos que induzcan a probarlo debe ser restrictiva" y que, asimismo, ningún acto puede surgir en forma tácita si no es clara la existencia de la voluntad (fs. 1799/1802).


n) El fallo, al señalar que "no figuran facturas impagas de las accionadas en la contabilidad de la actora", olvida el principio de la realidad que gobierna las relaciones comerciales (art. 43, C.Com.), la teoría del abuso del derecho, la autonomía de la voluntad, el pacta sunt servanda y la idea directriz de la buena fe que emanan de los arts. 1071, 1197 y 1198 del Código Civil, 217 y 218 del Código de Comercio y que deriva inexorablemente en un enriquecimiento ilícito de las demandadas (fs. 1805/1816).


III. Entiendo que el recurso debe prosperar.

a) Liminarmente, en lo que respecta a la alegada insuficiencia de la expresión de agravios de la demandada Loma Negra C.I.A.S.A, tiene dicho esta Corte que determinar si dicha pieza recursiva reúne los requisitos del art. 260 del Código Procesal Civil y Comercial constituye una facultad propia de la Cámara que, en principio, no puede ser abordada en la instancia extraordinaria. Empero, tal doctrina, ha de ceder cuando se invoque y demuestre que el tribunal de grado ha incurrido en absurdo (conf. Ac. 78.086, sent. del 31-III-2004; C. 96.283, sent. del 29-XI-2006), grave desvío que -en esta parcela del decisorio- no ha logrado patentizar el recurrente.


b) Ahora bien, denuncia el actor absurdo en la apreciación probatoria efectivizada por la Cámara, señalando el quebrantamiento de los preceptos legales que regulan tal valoración (arts. 384, 474 y concs., C.P.C.C.). Advierto, efectivamente, que dicho vicio ha quedado configurado en el caso.


Para resolver como lo hizo, la alzada sostuvo que quedaba indiscutido que en las facturas confeccionadas por la acreedora y saldadas por la codemandada no constaban reclamos, protesta o salvedad alguna. De modo tal que la emisión de los recibos sin reservas liberaba definitivamente al deudor (fs. 1746/1747 vta.).


Añadió que carecían de relevancia los reclamos efectuados por la actora a Loma Negra C.I.A.S.A. entre marzo y mayo de 1997 (verbalmente y en forma epistolar), debido a las particularidades del contrato y principalmente a que siguió procediéndose de igual modo hasta el año 2001, sin incluirse en las facturas salvedad alguna, comportamiento contrario a la doctrina de los actos propios (fs. 1747 vta.).


Agregó como elemento coadyuvante a favor de la codemandada, el resultado arrojado por la pericia contable, el cual dio cuenta de que "en la contabilidad de la actora no figura[ba]n facturas pendientes ni consta[ba] como deudora en ningún sentido Loma Negra C.I.A.S.A.", destacando la eficacia probatoria de los libros de comercio llevados en legal forma (conf. arts. 63 y 73, C.Com.; fs. 1747 vta./1748 vta.).


Continuó definiendo al pago como un acto que consume el derecho del acreedor al satisfacerlo en su interés específico y que disuelve la obligación de manera definitiva e irrevocable (fs. 1748).


Concluyó pues, que para destruir la presunción cancelatoria del pago, era necesario que en las facturas saldadas, constara una reserva explícita de los derechos que el acreedor considerara que le correspondían, para que no se le diera el alcance que realmente tiene (pago) ni pueda verse en el otorgante una renuncia tácita de sus derechos (conf. art. 624, C.C.; fs. 1748 vta.).


Pero las constancias de la causa dicen lo contrario:


i. Contrato de locación de servicios de transporte.


Conforme surge de la copia del contrato agregado en los autos "Transporte Atlántico del Sud S.R.L. c/ A.O.M.A. y otro s/ Prueba anticipada", incorporados a la presente causa, en la cláusula novena se estipuló que "el precio del servicio que prestará ‘La empresa’ quedará determinado por la tarifa que se encuentre en vigencia para el servicio de transporte contratado entre Olavarría y Loma Negra y sus servicios urbanos, establecida por la Municipalidad de Olavarría, menos el 8,5% conforme lo convenido oportunamente con la Empresa Loma Negra C.I.A.S.A, por lo que se liquidará el 91,5% del valor de la tarifa vigente a la fecha de facturación, como mínimo por cada obrero que la fábrica Loma Negra registre diariamente a su servicio, utilice o no el transporte convenido, por cada viaje de ida y vuelta..." (v. fs. 10/10 vta.).

ii. Facturas emitidas por Transporte Atlántico del Sud S.R.L.:

De las facturas obrantes en las actuaciones citadas, se observa inserta, a partir del 15 de febrero de 1993, la leyenda "según tarifa de transporte vigente al 2 de marzo de 1991" (v. fs. 368 y ss.) y a partir del 15 de julio de 1995 y hasta el 30 de junio de 2000, la inscripción "según vuestra liquidación y por el traslado a fábrica por tarifa vigente al 2 de marzo de 1991" (v. fs. 394 y ss.).


Dicha circunstancia corrobora que los pagos no fueron efectuados de acuerdo a las pautas establecidas en el contrato y a las tarifas vigentes al momento de cada facturación.


En este punto cabe destacar que para que el pago posea pleno efecto cancelatorio, éste debe ser exacto, reuniendo los requisitos de identidad e integridad (arts. 740 y 742, C.C.) y, por consiguiente, el deudor sólo se libera del vínculo obligacional, al entregar al acreedor aquello que se comprometió en la medida, tiempo y lugar convenidos.


En cuanto a los medios probatorios hábiles para su acreditación, el recibo de pago es la prueba escrita por excelencia, emanada del acreedor, de haber recibido éste el pago de la obligación. De constar reparos o salvedades que disminuyan la eficacia liberatoria del mismo -como ocurre en la especie con la inserción de las referidas leyendas- éstas deben interpretarse como un principio de consentimiento del deudor sobre los derechos reservados, por el hecho de haber aceptado el recibo en esas condiciones (conf. "Tratado de Derecho Civil. Obligaciones". T. II-B, Jorge Llambías, Ed. Perrot, Bs. As., pág. 322 y ss.).


Resulta erróneo, entonces, concluir que los pagos tuvieron carácter cancelatorio y definitivo.


Si bien "en la contabilidad de la actora no figura[ba]n facturas pendientes ni consta[ba] como deudora en ningún sentido Loma Negra C.I.A.S.A." (v. informe pericial del contador Avalos: fs. 1213/1213 vta.), tal prueba no es absoluta, sino que debe ser complementada con los respectivos comprobantes de los asientos -en el caso los recibos- y los demás elementos de convicción incorporados a la causa (conf. "Tratado de la prueba", Enrique M. Falcón, T. 1; ed. Astrea, pág. 868 y ss.).


Más aún, cuando no resulta jurídicamente aceptable la presunción de renuncia de derechos ni resulta de aplicación en el sub lite el art. 624 del Código Civil, por tratarse aquí de un supuesto distinto al regulado por aquél -intereses-, limitativo de derechos y como tal, de interpretación restrictiva.


Por otra parte, la manifestación expresa del acreedor, plasmada y reiterada en cada uno de los recibos ‑que evidencia el defectuoso cumplimiento de lo debido-, estuvo acompañada por hechos y actos reveladores de tal disconformidad, importaron reclamos concretos efectuados por la actora y mantenidos en el tiempo. Veamos.

iii. Reclamos verbales:


De las declaraciones testimoniales surge que Jacinto Ismael Takieldin (empleado jerárquico de Loma Negra C.I.A.S.A.) afirmó que "exactamente no lo recuerda, pero que fueron muchos años, que sí está seguro que fue desde 1991 en adelante, en que se originaron los reclamos" y agregó que además se remitieron "notas y cartas documento" (v. fs. 853/854).


Alberto Daniel Muia (jefe de personal de Loma Negra C.I.A.S.A.) expresó que la empresa de transporte estaba "haciendo un reclamo ante la gerencia administrativa por la diferencia de tarifas" (v. fs. 864).


Aníbal Héctor Scoles (Secretario gremial del Sindicato de A.O.M.A.) indicó que Loma Negra C.I.A.S.A. "hasta el año 1991 lo pagó bien, que después lo pagó mal (...) quiere significar que pagó menos de lo que correspondía" (v. fs. 929/929 vta.).


Enrique Orlando Salomone (Secretario General del Sindicato de A.O.M.A.) afirmó que se efectuaron reuniones "por el pago de los boletos al Atlántico, por el aumento a través del Consejo Deliberante que tenían que ajustarlo. Que se realizaron esas reuniones desde el año 1992 hasta 1995 y aun más adelante" (v. fs. 934 vta.).


iv. Reclamos por escrito:

Se advierten, asimismo, diversos reclamos mediante notas efectuados por Transporte Atlántico del Sud S.R.L. a Loma Negra C.I.A.S.A, a saber: con fecha 13 de agosto de 1996: "... los pagos por ustedes efectuados por el servicio de transporte de personal desarrollado por nuestra empresa, no se corresponden con el ajuste tarifario fijado acordado en las citadas cláusulas contractuales" (v. fs. 13/14).


Con fecha 11 de diciembre de 1996: "... solicitamos en forma imperativa, que esa empresa nos abone las diferencias que nos adeudan conforme las tarifas que corresponde aplicar en cada período por nuestro servicio, de acuerdo a la cláusula novena del contrato oportunamente celebrado..." (v. fs. 71/72).


v. Prueba anticipada (causa iniciada el 31-VIII-1996):


Cobra aquí relevancia lo informado por la pericia contable de fs. 589/600 y 648/648 vta., de la cual surge manifiesto que "... Loma Negra C.I.A.S.A. no aplicó las tarifas municipales vigentes con posterioridad al 2 de marzo de 1991" y detalla, en diversos anexos, las tarifas que debieron aplicarse en relación a los distintos períodos y el porcentaje de su variación mes a mes.


vi. Conducta de las partes:


Como es sabido, un elemento esencial a los fines de apreciar el sentido de un acto jurídico es la conducta a que las partes se han ajustado después de su celebración, que es lo que se denomina la interpretación "viva" del acto. En este orden de ideas, el pago resulta un importante elemento interpretativo del alcance y circunstancias de la respectiva obligación.


El art. 1198 del Código Civil establece el principio de buena fe, conforme al cual los contratos deben celebrarse, interpretarse y ejecutarse de buena fe, comprendiendo tal directriz tanto a las tratativas previas, los efectos del contrato durante la celebración y ejecución del mismo, su interpretación y la etapa poscontractual. Por su parte, el art. 218 inc. 4 del Código de Comercio, dispone que "Los hechos de los contrayentes, subsiguientes al contrato, que tengan relación con lo que se discute, serán la mejor explicación de la intención de las partes al tiempo de celebrar el contrato".


En este sendero de ideas, si cuando se interpreta una manifestación de voluntad se trata de dilucidar cómo ella pudo haber sido entendida por las partes obrando con cuidado y previsión, resulta evidente que la conducta de ellas mismas posterior a la celebración del negocio constituye un elemento interpretativo de primer orden (conf. "La teoría general del contrato en el proyecto de Código Civil Argentino", Julio César Rivera, Revista de Derecho Privado y Comunitario, Interpretación del contrato. Ed. Rubinzal-Culzoni, pág. 147 y ss.).


La relación de las partes -aquí analizada- se enmarcó dentro del ámbito de los denominados contratos conexos, donde el negocio primigenio celebrado entre Transporte Atlántico del Sud S.R.L. y A.O.M.A. tuvo "eficacia refleja" o eficacia frente a un tercero -en el caso, Loma Negra C.I.A.S.A.- erigido como obligado principal al pago del precio.


Bajo este prisma y considerando que se trata de un contrato de colaboración empresaria y de ejecución continuada, no puede perderse de vista el sinalagma contractual y el equilibrio de las prestaciones, que debe mantenerse a lo largo de la vida del negocio.


Ello exige que se pague lo debido y no algo diferente, identidad cualitativa entre el objeto del crédito y el objeto del pago (principio de identidad).


Destacada doctrina entiende que "en las obligaciones nacidas de los contratos el principio de identidad se explica porque lo que las partes deciden, haciendo uso de su voluntad negocial, no puede ser luego, al tiempo de cumplimiento, alterado unilateralmente por alguna de ellas. La intangibilidad del contrato impide, pues, toda alteración ulterior; por tanto, el contratante que tiene que cumplir una obligación no puede dar en pago una cosa distinta a la debida según título" (conf. "Responsabilidad contractual", Jorge Mosset Iturraspe- Miguel A. Piedecasas, pág. 110 y ss.), como ha sido verificado en la especie.


c) En estas condiciones, verificado el absurdo incurrido, corresponde casar la sentencia y devolver los autos al tribunal de origen para que, integrado como corresponda, aborde las alegaciones y defensas articuladas por las partes, a saber: a) la excepción de prescripción; b) las diferencias de importes existentes desde el año 1991; c) la exención de responsabilidad de A.O.M.A.; d) el resto de los agravios oportunamente expresados por las partes (v. fs. 1661/1668 y 1669/1694). Con costas (arts. 68 y 289, C.P.C.C.).


Con el alcance indicado, voto por la afirmativa.


Los señores jueces doctores Negri y Genoud, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor de Lázzari, votaron la cuestión también por la afirmativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo:


Coincido con la propuesta decisoria que postula el sufragio del doctor de Lázzari.


Para justificar dicha respuesta considero suficiente sustento, el absurdo valorativo incurrido en la sentencia impugnada y que llevó a concluir sustancialmente, que la accionada recibió los pagos sin hacer reserva explícita de derechos que entendía le correspondían, obstando con ello a la pretensión encarrilada.


Dicho vicio ha sido denunciado por la quejosa, y para cimentar su configuración remito a la explicación efectuada por el distinguido colega que abre este Acuerdo en las consideraciones que al respecto brinda en su voto, y a las cuales, junto con las que primero dedica para desechar el embate referido a la insuficiencia de la expresión de agravios de la codemandada Loma Negra C.I.A.S.A., expresamente adhiero.


Finalmente acompaño también al juez de primer voto en lo que hace a la imposición de las costas, y con el mismo alcance por él propiciado, voto por la afirmativa.


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, se hace lugar al recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto, se revoca la sentencia de Cámara debiéndose devolver el expediente al tribunal de origen para que, integrado como corresponda, aborde las alegaciones y defensas articuladas por las partes, a saber: a) la excepción de prescripción; b) las diferencias de importes existentes desde el año 1991; c) la exención de responsabilidad de A.O.M.A.; d) el resto de los agravios oportunamente expresados por las partes (v. fs. 1661/1668 y fs. 1669/1694). Con costas (arts. 68 y 289, C.P.C.C.).


El depósito previo deberá ser devuelto al recurrente.


Notifíquese.


HECTOR NEGRI


EDUARDO NESTOR DE LAZZARI
     JUAN CARLOS HITTERS


LUIS ESTEBAN GENOUD



CARLOS E. CAMPS 



Secretario
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